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Rt•soludún Dcfinith-.a 

INSTITUTO DE ACCESO A LA INFOltMACIÓN PÚBLICA: San Salvador. a las trece hora, 

con Cieciocho minutos del veintiuno de enero de dos mil veinte. 

A. Descripción del Caso

l. La apelante presentó ante la Unidad de Acceso a 

la Información Pública ( UAIP) de la Policía Nacional Civil (PNC), solicitud de datos personales de 

conformidad al Art .. �ó lclrn '"d" de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP) rela1iva a: 

--suprimir definitivamente su antecedente dellncuencial. en su solvencia de anteccacntes policiales··. 

fue condenado por el delito de: "extorsión simple imperfecta o tentada". por el cual se le extinguió la 

responsabilidad penal y fue rehabilitada en sus derechos de ciudadana. El documento fue soliciiado 

para tnímites de empko. 

En relación con ello. t:l ofici.al de información de la PNC resolvi{): " ( ... }en atención c1 tnd�} 

lo antes expuesto. se considera que no es procedente acceder a lo solicitado ( ... ). esto en razón. que: 

a partir de dichos antecedentes y del contexto de los mismos, se infiere la existencia de un peligro 

real e inminente en cuanto a que el solicitante podría utilizar dichos document•s para sorprender a 

las institudones públicas encargadas de la autorización de permisos, Hcencias, prerrnga1ivas o 

ingrei;os a entidades Estatales ( .. ,)lo cual iría en detrimento de la seguridad pública, el mantenimiento 

del orden y la paz pút>lica y con,ecucnlemcme, en perjuicio de derechos de tcr\;crn, perouna:,", 

11. La apelante interpuso el recurso de apclución ante este Instituto conforme al Art. J,"i de la

L/\IP. el cual fue admitido y asignado a la comisionada Oiga Noemy Chacón de Hcrnándcz p:-tra dar 

mimite al procedimiento y clahorar un proyecto de res0Juc1ón. 

IJl. Duramc La instru�ción de l!ste prnccdimicnto. la Comi:-.ionmfa presentó un infnnm: e11 el 

que expresó que luego de analizar el objeto y la causa de la apelación� .:.e determinó qu<: el 
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principios de la LAIP. ª" como los derechos que asisten al titular de datos personales, de conformidad 

con los Arts. 102 de la LAIP y Art. 309 del Código Procesal Civil y Mercantil (CPC'M). por lo que 

�c..: procedió a dar por finalizada la instrucción del proecdim.iento a efecto de emitir lá resolm . .:ión 

correspondiente al caso. con base a los principios de economía procesal, disponibilidad. prontitud y 

sencillez (Art. 4 letras '"h", c" y "I'' de la LAil'). 

H. Análisis del Caso.

El examen del caso seguirá el orden lógico siguiente: (1) fundamento jurídico para tramitar 

el presente procedimiento de mero lierecho; (U) breve referencia al derecho a la protección de datos 

personales. y en especifico al dercchn de cancdación y el principio de confidencialidad: (111) 

conc..id1..•racioncs ..;nl:,rc lcl',; antecedente:-. polid:tles que rcgi..;.1ran las personaf.. como limite para ac1...·cder 

a un empleo: y (]\'l se analizara la procedencia de la supresión del dato personal negativo del 

apelante. 

l. La Sala de lo Contencioso Administrativo, en sentencia definitiva del proceso de legalidad.

del dia 28 de enero de 20'!9 y de referencia 40/l-20Jó señaló que: "en el ámhito jurisdiccional los 

pr<x.:esos son clasijkados en procesos donde la cumroi•ersia estriba en hechos •le1:ados, y ot,.o.,. 

en interpretación o aplicación del derecho. En el primer caso. el def,ate judicial xirri en torno a 

aspecws JMc:tico.•i que se «lt!gan han aco11tecido y que las parces arg11mencan ocurrieron en JOrma 

dis1ima; en I• segun«• clasificaciim, no hay controversia sobre los sucesos, sino sabre la 

uplkaciórz e interpretación de la norma a dichos acontecimicncos, en e.:,ilos caso.'i el juzgador se• 

limita a la interpretuc:ión y aplicación de !ti cm1secuencia jurídica, pues no hay debute re�per:to 

o la manera en que orurrierc>n los hechos".

En ese mismo sentido, la jurisprudencia contencioso administratÍ\,·a 1• acompaña el criterio 

:-...:g.uiúo por la t\drninistración pública, que cuando no se traia de controvertir hechos. :,;ino .iic l;1 

aplicacién lllicl acrecho al caso en particular. resulta aplicable Jo es1abiecido en et artículo 30Y <.it=I 

Código Procesal Civil y Mercantil, normaliva supleloria aplicable de conformidad con el artículo I ll2 

ele la I.AIP referillo a que " ... s, h11hiese crmjr,rmidad sohrc wdos los /techos y el proceso q11<•da 

n•clucido a una c11,",;tián de derec�lzo. w· pondrá j,11 a la audiencia preparatoria y se cbrirci el plazo 

para dictar senti!ncia ". 

' Srntencia DdiniJiva rmilida pnr la :iala de lo C:nntcncitNJ Adminis1ralivn. el W de enern de ZOI 9. l'TI el 
prrn:1.·�\ 1 Lir.: lt::galiúad di..' rckrcnt.:ia ➔llH.-201 ú. 
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Por tanto� 1a Sala manifestó que la omisión de la audiencia estctblecida en el art. 91 de la 

LAIP, en asuntos de mero derecho, no produce la vulneración del debido proceso en "" 

mHnifcstaciones de los derechos de audiencia, defensa, congruencia y ausencia de motivación. de 

dicho aniculo. y el 102 de la LAIP. 

En ese orden de ideas. este lnsrituw ::.e ve facultado para someter el presente prnccdimiento 

de apelación, a una cuestión de mero derecho, con base a la aplicación de normas y principios de la 

Lt\.lP. así como los derechos que asisten al lilular de- datos pcr'-.Onalcs. de conformidad urn l'1 t\r1. 

!02 de la LAll' y An. }(19 del C6digo Procesal Civil y Mcrc1tntil (CPCM). pnr lo que se proccdHi a

dar por finalizada la in�trut:ción del pnx:eUímicnto r1 erecto de emitir la rt:<.;o[uciün corn:�pontlicnk al 

L"aso, L'.Oll base a lo:-; principios de economía procc:-.al. disponibilidad. prontitud y scncilkz (Art. -!. 

letra, "'h'". e·· y ··t" de la LA!P). 

II. A. De acuerdo a la resolución definitiva emitida por este Instituto en fecha 9 de mar7o <le

2018. en el procedimiento de imposición de sanciones de referencia NUE 3-DDP-2017. por dato 

personal se entiende toda aquella información relativa a un individuo identificado o identificable ,¡uc. 

t..·nlre otras cosas. le dan identidad. lo describen. precisan "u origen, edad. lugar de residencia. 

trnycctoria académica. !ahora! o profc:-;ional. A-.imi�mo 1 señalan aspectos "ensihlé-. o delicado:-. -;ohn.: 

tal individuo. como es el caso de su domicilio. teléfornJ 1 sus t:aracterísticas físicas i ideologia o vida 

sexual, entre otros:! . 

Por su parte. el Art. :1 l de la I.AIP 1.:-.:tahkt:c.: qtw el derecho a lrt protecd6n de dato, 

pcr!-.onaks. t.:onsistc l!H qul.:; "Todu penonu. <Ífl"('<·rum,·ntc u u tran•, lÍI..' .\U reprt•s,•mw1tc. tnulu, 

derecho u saber si se estlÍr, ¡u·oce.w11ulo rns dato.\ pt!r.\fmafr\; u conseguir ww n·producciun 

imeli�ihh: de ella sin demora; a ohcener las rectificuc:iones o su¡,r<i ... ;iones que correspun<l.an cmuu/o 

los ref?iStros sean injusrificados o inexacfO,'i y a conocer los destinatarios cuando la ir1formacilm sc·a 

1rasmitidus, permititindole conocer las razones que morh:ar011 \'U petición. en los térmilw .... de 11 \·/a 

ley. 

Al respecto. la Sala ele lo Constitucional en la scnwncia definitiva de amparo del dfo 4 lk 

marzo de 2012 de referencia 934-2007, reconoció que la protección de los dato� person.ik�. es el 

medio ¡x1r el cual "e salvaguardan lo:-. nhjclivns de la faccla material del ckr�clw a /;1 

autodeterminación informativa. por un conjunlo Lk derechos suhjctivos. deberes. pnncipio!',.. 

--- , .  -------
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procedimientos, instituciones y reglas objetivas, tenicntlo este su fundamento en la seguridad jurídica 

Art. 2 de la Constitución de la República (Cn). 

B. Por otro lado, es pertinente señalar que dentro de esos derechos subjetivos que componen

el derecho a la protección de datos perr.on:tles. se. encuentra c1 derecho de <.:ancclación o supresión 

(Art. 36 letra .. d" de la LAIP), que de acuerdo a la Jurisprudencia Constitucional es la facultad que se 

otorga a un individuo para que solicite la eliminación de sus dato� de carácter personal de las bases 

que tenga un ente determinudo. "por la Jaita de rele1·andu y 11ctualidad de la información para lo.� 

fin<'.� ,¡ue fueron recahado.\ o, s1mpleme11te. por el propósito de permitir al lindar que recupere la 

d1spomhilidud -;uhr<' ,·ualquier faceta t/(' ·'" persorw/Ulad y de s" daws inrimos o estric:tam<'trft' 

privados"3
• 

En ese contexto. como evolución al derecho tie cancelación. se encuentra anclado el 

denominado .. Derecho al Olvido" o "Derecho a la Caducidad del Dato Negativo Verdadero del 

Pasado", el cual se define como el derecho que tiene el titular de un dalo personal a borrar, bloquear

o suprimir esa información personal, que de alguna manera afecta el libre desarrollo de alguno

de sus derechos fundamentales, como el olerecho a la intimidad. al honor y a la propia imagen, o

que podría considerarse como infonnación obsoleta, pues carece de sentido que se tenga acceso a

ella olespués de mucho tiempo. y ya no sirve a los fines para los que fue recabada.

C. Ahora bien. efl la senlcncia definitiva de la Sala de lo Constitucional del 8 marzo de 2013.

en el pr0<:eso de Jncon:-:titucionali<lad 58-2007. se acJaró yuc d derecho a la autodett!rmirrnción

informativa (o protección de dalos personales). -que compona diferentes facultades de controlar 

:-.obre el uso de la informaeión personal que le atañe. tanto en su re.colección com.o en su tratamiento,

conservación y transmisión-, no es ilimitado. Las per�cmas individuales o colectivas carecen de 

dt!rt!chos fundamentales absolutos sobre sus Matos. 

Del mismo mo«o, se acotó que las restricciones o limit:tciones puede.o encontrarse 

ju!-ttificadas en la finalidad que persigue la rccolc\:ción y administración de los d.ito:-, persunalcs, la 

cual debe ser leaítima (constitucional o legal), explícita y determinada. Para ello, el legislatlor debe 

tener en cuenta no solo el principio de proporcionalidad. sino también el derecho general del 

ciudadano a la libertad frente al E.stado. �ue solo puede ser restringido por el poder público cuando 

sea indispcnsahlc para la prott!cción dd interés general. 

'Scntrnciíl Dcfiniliva cmiliúu por la Sala úc lo Cvn�tituciunal. en el Amparo del día cuatro de marzo de 2012 
Je rcfcn:ncia 934-2007. 
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D. Es importante precisar que el derecho a la protección de los dato$. per..,onalcs se e:ncucnl r;i

c.;onformado por una serie de prü1cipios, en el que resalta para el caso en concreto: el principio dt.· 

confidencialidad (Art. 36 letra "d" de la lAIP). 

Este se define como la obligación del responsable del registro de las bases de dalos. de 

establecer controles o mec.anismos para quienes inlcrvengan en cualquier fase de] tratamicnH.l de los 

datos personales a fin de que mantengan y respeten el secreto de los mismos, obligación que subsi�tiní 

aun después de finalizar sus relaciones con el titular de los datos pcrsonalcs-1. 

En adición a este principio, se encuentran �lgunos métodos prevemívos para salvaguardar la 

identidad. circunstancias o siruacinne.._ e:n las que un¡¡ persona individual o juridica �e encuentra 

inmersa. por ejemplo. las reglas de ,rnonirniz,1ción. la� cuales funcionan parn facilitar el 

procesamiento de dalos pc�onalcs. pcm a la vez para proteger al individuo de un sl!guimienio de sus 

datos mediante la asignación automática de c:arac!erísticas que lo permitan individualizar. 

También, se encuentra el bloqueo de los datos personales. que es el método que tiene como 

fin impedir su ulterior tratamiento o disposición. produciendo efectos similares al borrado físico dL' 

los mismos; esto procede cuando existe una imposibilidad técnica como por causa del procedimienro 

n soporte utilizado, también cuando una norma legal ordena la conservación de los datos personales 

y otorga únicamente su disposición a las autorid<tdes públicas conforme a sus atribuciones y 

competencias. impidiendo que terceros 1cng,111 acceso :1 eso.,_ datos. garanti?undo la eonfidcnci.tlid:.1d 

di: los mismos, salvo que �can necesarios parn garantizar ra7oncs de seguridad nacional. ,;cguridad 

pública. orden público. salua pública o salvaguarda de derechos y libertades de terceros. 

111. A. Establecido lo anterior. es pertinente mencimrnr que los antecedentes policiulc;.; �on

tialos personales que derivan de los hechos tipificados en el "igenle Código Penal u otras normiJ" 

que e�t.ablecen delitos o faltas. o de aquello, otro, de cuác1er adminima1ivo que han dado lugar pnr 

parle de la autoridad policial, a la instrucción de diligencias y su posterior remisión a las autoridade.:.; 

judiciales o administrativas. Esos dat•s personales son registrados en soporte físico y electrónico sin 

el consentimiento de la persona afectada y susceptible de tratamiento. Sin emhargo. dicho� datn;,; 

,;on almacenados pur la PNC, a raíz <le lo dispue�to en el Reglamento de la Ley Orgánica de lu rt!fcrida 

lnslitución, el cuaJ en su articulo 23 establece: ··La PNC. para efecto de las atribuciones establecidas 

en la l. .. e.y Orgánica. podra llevar un registro de antcccdcmcs de las personas que hayan sido dclC-nidas 

' 1 



por atribuírseles la comisión de delitos o faltas. Asimismo. cxtentler constancias o ccnificacione,; de 

antecedentes policiales a las per.sonas 'lue lo soliciten". Es decir, de dicha disposición podemos inferir 

que el registro de antecedemes policiales, tiene dos finalidades específicas: 1) la de servir para el 

cumplimiento de las atribuciones establecidas en la Ley Orgánica de la PNC; y 2) la de servir �e 

soporlt! para la emisit>n de ccrrificac1ones o constancias de antecedentes a las persona� que In 

soliciten. 

En el primero de lo:-; ca�m .. l'l artículo 23 de la Ley Org�nic� de la PNC. establece una sen!! 

dt!. runciout:� que <lcbc cumplir la PNC. la� cuales en su mayoría est3n relacionadas con proteger el 

libre ejercicio de los derechos y libertades de las personas. mantener la paz. el orden. seguridad 

pública. prevenir la comisión de delito:-:. garantizar el cumplimiento de las leyes, acepiar y ordenar 

<.hito� para la elatmradón de uml c:,.tadís1ica nacional. enlrc otras. 

En el segunde de los casos
1 

para la emisión de certificaciones de antecedentes policiales de 

las personas que lo soliciten. En este supuesto. es pertinente mencionar que en nuestro país las 

personas solicitan este documento, e.orno requisito para adquirir alguna prerrogativa u obtener alguna 

concesión de cual'!uicr tipo y además .. cuando es requerido por otra Institución pública o de índole 

privada. 

De ahi. que en la actualidad e� una práctico consrnnte que los empleadores de cual4ukr 

naturaleza (público o privado) soliciten el rl'ícrido documento, como requisito para contratar a las 

pcr�cmas en cualquier pucs10, justific:índolo en el hecho de qui: la persona que contratará no tiene 

procedimientos penales abiertos en su contra, orden de captura. o pueda tener algún ti¡:,. de 

antcce■enrc que ponga en peligro bienes jurídicú!-. de la empresa o Institución. Es importan le señalar 

que dicho requisito (la presentación de solvencia policial) para acceder a un empleo, no se encuentra 

normado en los cuerpos legales que regulan la materia. como el Código de Trabajo y la Ley del 

Servicio Civil. esto crea un estigma social, y 1e limita las oportunjdades de empleo a estas personas, 

no permitiendo su rcinscrción social pll:m1., 

Asimismo, es oportuno mencionar 411ue la pcrsonn que posee antccctlcnrcs polh:iales por la 

�·rnni:-..ión df.: c11alq11icr iipü de: delito. que h(t cumplido la pcn.i impuesta. y que fue relmhilit;1da en su, 

derechos dt: ciudadano por la autoridad cnmpetcnte Jucce� de Vígilancia Penitenciarit.1 y Ejec.:ución 

de la Pena, tiene restablecidos sus derechos enunciados en la Constitución (Art. 75 inciso fin.11). 

IÁl anterior, �e encuentra relacionado con lo dispuesto en el artículo 27 incisa tercero de la 

Constitución de la República. en donde se regula la ohligación del E.�tado. de organizar los centros 
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penitenciarios con el objeto de corregir a las pcr5onas 4uc han cometido un delito� educarlos y 

formarles hábito!i de trabajo. procurnndo su readaptación y prevención de delitos: para el 

cumplimiento de tal obligación se decretó la Ley Pcnilcncimia. la cual en su artículo 6 regula el 

··Principio de Judicialízaci6n .. : en virtud del cual. tod:11 pena :--e ejecutara hajo el e.stncto i:nn1rnl del

Juez de Vigilancia Penitenciaria y Ejecución de la Pen:t y la Cámara respectiva. en su caso. quicn�s

har.in efectiva<; las decisiones de la sentencia condenatoria. El juez también controlará el adecuado

cumplimiento del régimen penitenciario.

De manera que, es atribución del citado juez. declarar la extinción de la pena en lns c:1"º' que 

proceda conforme al Código Penal y su norma procesal. tramitar y resolver el incidente de 

rehabilitación de los condenados por delito. entre otras; de tal manera. que determinado el 

cumplimiento de ciertos parámetros establecidos en Ja leyes penitenciarias, rehabilita al ciudadano en 

sus derechos; es decir, que dicha decisión no es tiutomática. sino que el Juez debe comprobar ciertos \_ \ 

requisilos para decretarlo. De tsa forma. e1 t.:iuúa<lano go;, ... a nucw1mcnlc <le todos sus derechos. 

Por otro lado. el principio de finalidad c-stahh!CL' qu� lo:,- datos personalc� objeto tk 

tratamiento. no podnín °'er u1iliz.11dns para finalidades distinlas o incompatibles con aquellas que 

motivaron su obtención. Es por ello, que los datos deberán ser eliminados cuando hayan dejado 

de ser necesarios o pertinentes a los fines para los cuales hubieren sido recolectados. 

Así. con base en lo anterior los datos personales regislrados con fines policiales se cancelarún 

cuando no sean necesarios para las averiguaciones que moth·aron su almacenamiento. Sin 

embargo. la cancelación no supone necesariamente el horrado en todo caso de los datos previamente 

somelidos a tratamiento. En tal sentido. la cancelación dar(\ lugar al bloqueo de los datos 

conservándose únicamente a disposición de las <idministraciones públicas�jueces y tribunales para la 

atención de las posible:,; re,;pons.abilidadi:s nacidas del 1rntamicn10. durante el plazo de prcscnpcmn 

de estas. Cumpliendo el citado plazo deberá procederse a la supn,sión. 

Asimismo. solo �e podria dt:ncgar la:-. pc1icionc� de acCC!>o, rcc1ifo. .. ·cH:ión y cant.'t!lacinn en 

datos recogidos con fines policiales: en función de los pt:ligros que pudieren derivarse para la defensa 

del Estado o la sel!:uridad pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las 

necesidades de las investigaciones que se estén realizando. 

B. De conformidad cen el Art. 36 letra '·d" de la LA!P, los titulares de los datos ¡x,drán

:-;o!icitar la rectificación. actualizaciún, confi<lencialidaU o supresión de la 



concierna. según sea el caso y toda vez que el procedimiento para tales modificaciones no esté 

regulado por una ley especial. 

Por lo que. siendo una o varias las. huscs de daios que se utilizan para establecer lns 

an1cccdontm; policiales. cuyo rcsrnnsahlc es In PNC (ente ot>ligodo II la LAIP), las per�onas que lo, 

posean. hayan cumplido l:1 pena impuesta y además gocen de la rehabilitación de sus derechos dt! 

ciudadano por hi autoridad competente -jueces de vigilancia penitenciaria-, o la acción pt!.nal les haya 

sido extinta por cualquier otra mod•lidad diferente al c·,unplimiento de una pe11a de prisión 

poclrit.n solici1ar. cjerecr los derechos de acceso, rectificaci6n, cancelación y oposición ticrcchos 

ARCO), mediante una solicitud presentada ante d oficial de información de esa entidaa junio con la 

olocumentación necesaria según el derecho de que se trate. 

En ese sentido, este Instituto tiene la competencia le�al para conocer y determinar conforme 

al Art. 29, 83 letra "a" y 96 letra ''d" de la LAIP, sobre lo peticionado por el apelante. Asimismo, 

posee la competencia de velar por la correcta interpretación y aplicación de la LAIP con forme " su 

Art. 58 letra ··a··: además. interpretar las normas a la luz de la Constitución, actj\ud que se exige no 

sólo para enles juri�<lict:ionah:s. sino de manera general para todo funcionario de acuerdo a la 

jurisprudt;;ncia contenciosa admini�uativa5 y en aplicación al Art. 235 de la Cn. 

IV. Una vez aclarado lo anterior, es preciso analizar los elementos vertidos en el presente

procedimiento, para determinar la procedencia de la cancelación del dato personal negativo de la 

apelante en su solvencia de antecedentes policiales. 

En el expediente rchlcionado con el presente procedimiento consta copia simple de solvencia 

de antecedentes policiales emitida por la Unidad de Registro y Antecedentes Policiales de la PNC. a 

nombre de la apelante, en donde aparece reflejado el delito de extorsión imperfecta o tentada; 

asimismo. se encuentra anexa copia simple de oficio de referencia No. 1 O, 070 emitido el 2 J de agos10 

de 2'.015. por el Juzgado Primero de Vigilancia Pcnirenciari:a y Ejecudón de la Pena de San Salvador. 

en donde se tkne por cumplida la pena impuesta a la apelante. por la <.:omisión del delito de �xlors1lln 

simple imperfecta o tentada y se le rehabilita en sus derechos de ciudadana. 

Por su parte, el ente obligado denegó dicha petición con base a lo dispuesto en la ''Directiva 

para normar Ja emisil'in de solvencias o consiancia de antecedentes policiale� autorizada en junio del 

año 20 l 7'': sin embargo. el 26 de agosto de este año. el actual Director General de la PNC. emiti6 

; Scmcndu Definitiva emitillu por la Sula lle lo ContcJ1cioso Administralivo el 27 de junio de 2000, en el prncl'.\O 
de legalidad de: rcforcnci<.1 157-M-99. 
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una nueva normativa a través de la orden circular N(). c.002.08-2019. la cual entró en vigencia el �3 

dt! septiembre de este año. dejando sin efecto la normativa mencionada. 

Por ello. es necesario analizar la norma1iva aplicable al procedimiento. por regla µcncral la 

ley sune efectos hada futuro: e:-. decir. se aplica a los actos o hechos jurídicos que surgen a partir de 

su vigt?ncia. cuando una ley rnfluy:c en c.:I pa,;ido impnnicndo -..us efecto� a hcci1L):o. o actos ocurrido., 

con antcriori(fad a !-.U �romulgat:iün �e (iiLT 4ut: dichit ley e� fl'lroad1va. hay rc1toai..:tividc1d lº lllt1J1lt:' 

cuando una ley se aplica a un supuesto ocurrido ames de su vigencia para modificarlo o restringirk,1•• 

La anterior, regla tiene en nuestro marco jurídico excepciones. estas de manera taxaliva. �on 

las relativas a materias de orden público y penal cui:tndo sea favorable al reo: en ese sentido. pese a 

que el procedimiento tramitado en esta Sede. es de naturnleza ;1dmini�trativa. no dehc dejarse di.:I b1Ju 

que el objeto de su controversht radi<:a en la supre�ión de los antecedentes del apelamt:. de '-ill 

solvencia de antecedentes policiales. los cuale.,; son consignados en cJ documento cornD resultado (k 

un proceso penal y normas de la misma materia; asimismo. que la solvencia de antecedentes polidalc:-. 

t�s1:-i siendo emiti<la actualmcn1c conforme ,1 la 11orma1iva '-igcnll:. 

Al respecto. la Directiva emitida en junio de 2017. pnr l'I ex Director d<.� la PNC. en términn, 

generales establecía que los documento!-- denominado� -.oJvcncia de aniccedcntc!'i polii.:ialcs � 

i.:onstanda de antccedcmcs policialc,'i :-.aian emitido:-. lrncicn<lo constar que hJ pcrso1m cmcc.ia dt: 

antecedente!- policiales vigente!-. a fecha. �icmpre y cuHndo no existiera orden de captura. adL'm.i ... ,r 

encontrará en los supuest•s señalados. 

Asimismo, la anterior norma exceptuaba aquellos casos de delitos graves a que ,;;e refiere el 

An. 18 oicl CP, en l•s que la extinción lle la acción penal o la pena, haya sido por cumplimicnlo de la 

pena en <.:uyn caso "e dehía hacer constar el delito;-· ..,u C'-lado. 

Por otro lado, la actuitl y vigente normativa amplía los supuestos en los cuales la solvencia 

de antecedentes policiales. dehc ser emitida i;in hacer conslilr el antecedente policial del dud:1dano. 

disponiendo en su numeral 2). lo ,._¡guicntc: .. ordenar a la Unidad de Registros y AntcccdcntL."s Pcn,11t:, 

{{JRt\P). que L'n las solvencia!-. tl L"(Hl..,la1H.:ia de ;11HcL'1..:dL"11tl'' pulidalc., no :-.e rclk.il'n l t \.., anll'ú"lklllt.•• 

policiuks de los usuarios o solicilantes cuando �ea requerida para empleo, cdtH.:ación o migraci 1..m ... 

siendo que dicha normativa es más favorable al ciuoiadano la procedencia de la supresión de su dato 

'.i



negativo se am1Jizará tomando en cuenta la normativa vigente para la emisión de lii solvencia o 

l•l'riificación de :i11tcn·dt:ntts polit·1all.' .... 

En esa linea, aplicando la normativa emitida mediante h1 orden circular No. ()()2-08-201�. la 

�.oh•cncia de .:rnteccdente:-. µoHcialt!.c.. <le la apelante tlcbc set cmiti<la �i11 hacer constar su antecedente 

delincuencia!, por haber sido solicitada para trámites de empleo. Asimismo. dehido a que para el caso 

en t.:oncreto �e �videncia que la norma garantiza t'I derecho a la autodeterminación informativa tlcl

titular de los datos y no contraviene otra disposición legal que contenga una restricción debidamente 

realizada por el legislador para la salvaguarda de otro tip• de derechos. 

En consecuencia. es pertinente revocar la resolución del oficial de información de la PNC. 

1.:11 el senlido c.¡uc proced.:t aJ bloque.o y confidencialidad del daro negativo del apelante por el deliln

de extorsión simple imperfecta o tentada, en atención a lo díspuesto en la orden circular No. C-02.-

08-2019. emitida por el Director de la PNC. el 2ó de ag<>sto de este año, debido a que la petición de

la apelante :-;obre la supresión de su antecedente delincuencia} en su solven�ia de antecedente:-. 

policiales es para tdmitcs de empleo: asimismo. dicho dato deberá dejarse e,;t l,;i.� bases de h1 PNC. 

para conocimiento de jueces. fiscales, pcrfilamieme criminal y para la emisiÓ!·c:1: certificaciones para

cumplir con un requisito que por ley en sentido formal se establezca. 

C. Decisión del Caso.

a¡ Revocar la resolución emitida por el oficial de información de la P'olicíll Nacional Civil

(PNC) el 30 de agosto del 2018, por las razones mencionadas.

b) Ordenar al titular de la PNC, para que en el plazo de ocho días hábiles contados a partir

del día siguiente u la notificaci,n. proceda a bloqueur el anteceden{e policial negativo de la apelante 

, en la emisión de solvencias o certificacionc!-. par�1 motivos 

de trabajo. dejándose únicamenlc en las bases ti.e dalos de la PNC� dicho dato para conocimiento de

jueces, fiscales. pcrfilamiento criminal y para la emisión de certificaciones para cumplir con un 

requisito que por ley en sentido formal se establezca. 

e) Ordenar a la PNC, que en el plam de tres días hábiles contado< a partir del día de

finalización del plazo señalado en la letra b) de esta resolución. entregue a la señora 

, constancia de bloqueo de los amecedemes que registra por el delito de 

extorsión simple imperfecta o tentada en vinud ole! principio lle confidencialidad.



d) Ordf:mu· ;i la PNC. que en el plazo de veinticuatro horas poskrion:s al vcnc11nicnw dd

plazo anterior. remita a este Instituto un informe d� <.:umplimicn111, que induya algún r..:gi,1ro 0.:11 el 

que conl-tc la documentación entregada al apclamc .isí como su reccpci6n. ba_io pcrn1 de iniciar d 

procedimiento administrativo sant:ion:norío. Este inform�� pm.'Ch:� ser remitido por vía ckctr<>nírn a I;, 

dirc1:c:ió11: oficialrcccptor@i,1ip.goh.w. 

t:J R«!mieir el prcsClllt: cxpedí1.:lltc 11 la U11idad de Cumplimicnttl de c,1c 1n..,1i1u10 p;1rn qu,· 

V(:íifüJllC >:U cjCt:Uci(lll. 

fl Publíquese eM,.1 rcsolucicín. oportunamcncc. 

Notifí<¡u�se. 

,.-, ··. . ' ..... \ \ \ 

L,:::: __ ::.:. ·--· .. 

PRONUNCIA))A POR 

SUSCRIBEN 

. . . conformo a su original, oon 

Instituto tenga su debido cumpiírniento, 

febrero do dos mil veinte. 

l',l)!.Íl1a 11 d1: 11 

l f 






